
PRESENTACIÓN EN CARÁCTER DE AMICUS CURIAE – 

SOLICITUD DE PATICIPACION EN AUDIENCIA PÚBLICA

EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN:

Mariano  Fusero,  D.N.I.  xxxxxxxxxx,  con  domicilio

real en xxxxxxxxx, xxxxxxx, Prov. De Bs. As., en mi carácter de

Presidente de la Asociación Civil RESET – Política de Drogas y

Derechos  Humanos,  con  el  patrocinio  letrado  del  Dr.  Martín

Garmendia, xxxxxxxxx, constituyendo domicilio legal en xxxxxx y

domicilio electrónico en xxxxxxxx, en los términos de la Acordada

07/2013, nos presentamos en autos  “ASOCIACION CIVIL MACAME Y

OTROS  c/  ESTADO  NACIONAL  ARGENTINO  –  P.E.N.  s/  AMPARO  LEY

16.986”  Expte.  N°  68152/2018,  solicitando  ser  admitidos  como

Amicus Curiae y respetuosamente decimos:

I)  OBJETO.  PERSONERÍA.  (ARTÍCULOS  1,  2  Y  15  –

ACORDADA 7/2013)

Que, conforme lo dispuesto en el artículo 1 de la

Acordada 7/2013 y la Resolución de fecha 10/02/2022 dictada en

los presentes autos, venimos a presentarnos en calidad de Amigo

del Tribunal, solicitando se nos otorgue la participación que

por derecho corresponda.

A su vez y conforme lo dispuesto en el artículo 15

de la Acordada 7/2013, solicitamos ser inscriptos en el Registro

de  personas,  entidades,  oficinas,  órganos  o  autoridades  con

interés en intervenir como Amigos del Tribunal.
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Que, tal y como es requerido por la reglamentación

en la materia, dejamos expresamente consignado en este primer

capítulo que nuestra intervención se realiza para brindar apoyo

a la  posición asumida  por la  parte actora:  Asociación Civil

MACAME (Madres por el Cannabis Medicinal) de la ciudad de Santa

Fe, Provincia de Santa Fe, en todos y cada uno de los puntos

controvertidos en el presente caso.

Asimismo,  dejamos  expresamente  consignado  que  no

hemos recibido financiamiento, ayuda económica, ni asesoramiento

en cuanto a los fundamentos de la presentación por parte de la

Asociación Civil MACAME, ni poseemos interés patrimonial directo

o mediato relacionado al resultado al que se arribe al momento

de dictar sentencia en los presentes autos.

Que,  el  carácter  precedentemente  invocado  se

acredita  con  la  copia  que  acompaño  del  Estatuto  de  la

organización, como así también,  otorgamiento de la personería

jurídica.

II) FUNDAMENTACIÓN DE LA INTERVENCIÓN. EXPOSICIÓN

DE ARGUMENTOS. (ARTÍCULO 4 – ACORDADA 7/2013)

Nuestra intervención tiene por objeto enriquecer la

deliberación en esta trascendente cuestión ventilada en autos

con argumentos fundados, conforme a continuación exponemos.

En primer lugar, cabe mencionar que este proceso

judicial de amparo, se inició por un grupo de personas que

pretenden  cultivar  en  sus  hogares  ejemplares  de  Cannabis

sativa con la finalidad de proveer aceite medicinal a personas
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bajo su cuidado. Estas últimas poseen ciertas patologías y

conforme su historial médico, la utilización de dicho aceite

les reporta beneficios significativos en su estado de salud,

integralmente considerados.

Sus propósitos pretenden llevarse adelante, sin

verse  sometidas  a  la  amenaza  de  persecución  penal  apoyada

principalmente en la omisión del Poder Legislativo Nacional

que desde el año 2009 fue exhortado por vuestra jurisdicción

en el precedente “Arriola”1. El Estado argentino no ha dado

adecuado  tratamiento  a  la  reforma  normativa  necesaria  para

excluir  del  ámbito  de  criminalización  conductas  como  el

autocultivo para consumo personal.

 En relación con la sentencia dictada por la Sala A

de la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario en la presente

causa cuya revisión fue sometida a vuestro tribunal por vía del

Recurso Extraordinario Federal, concedido con fecha 01/09/2020,

entendemos necesario efectuar las consideraciones jurídicas que

expondremos a continuación conforme los siguientes ejes: 

A. Sistemas prohibicionistas locales e internacionales en

materia  de  cannabis.  Prácticas  y  decisiones  judiciales  que

atentan contra los derechos humanos.

Tal  como  es  advertido  por  las  organizaciones

internacionales  que  intervienen  en  las  discusiones  sobre

políticas de drogas y el estatus de ciertas sustancias, el

cannabis  fue  introducido  en  el  sistema  internacional  de

1 “Arriola, Sebastián y otros”, CSJN, 25/8/2009, Fallos 332:1963.  
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control de drogas en el año 1925 y terminó incluido en las

listas  más  rigurosas  de  la  Convención  Única  de  1961  -las

listas I y IV- en condiciones que serían inaceptables para los

estándares  científicos  de  la  actualidad2.  En  nombre  de  las

políticas prohibicionistas y represivas en materia de drogas,

se ha introducido al cannabis dentro de estos regímenes, se

han violado sistemáticamente instrumentos de derechos humanos

con  jerarquía  constitucional  y  se  ha  dañado  a  muchísimas

comunidades,  específicamente  en  nuestro  continente.  Sin

embargo, en el abordaje desde una perspectiva de salud o en el

ámbito de organismos especializados en el problema mundial de

las  drogas,  no  se  ha  podido  fundamentar  con  seriedad  los

motivos  por  los  cuales  sustancias  de  efecto  psicoactivo,

poderosamente adictivas y mayor potencialidad de daño como el

tabaco y el alcohol3, no están sometidas al mismo tipo de

control,  no  pertenecen  a  ninguna  de  las  Listas  de  las

Convenciones regulatorias, no reciben advertencias de la JIFE

ni se incorporan al testeo y estadísticas de consumo de drogas

como sucede con el cannabis4.

La sostenibilidad  de regímenes  prohibicionistas

en relación a diferentes usos del cannabis no solo es posible

a  través  de  la  articulación  de  políticas  y  convenciones

internacionales  de  fiscalización  y  monitoreo  que  equiparan

esta  sustancia  a  otras  más  nocivas,  sino  que  también  es

acompañada  por  la  consolidación  y  reproducción  de  sentidos

2WOLA, TNI y GDPO (2019). “El primer examen crítico del cannabis por parte de la OMS”. 
3Nutt, D. (2009) “Government vs science over drug and alcohol policy”. Lancet, 374: 1731-1733, 2009.
4Romani Gerner, M. (2017). Modelos de regulación de cannabis en las Américas. OEA. 

4

1

2

3

4

5

6

7

8

9

10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20

21

22

23

24

25

1
2
3



comunes  y  repertorios  morales  sobre  los  efectos  que  puede

causar  en  la  interacción  con  las  personas.  En  el  voto

mayoritario de segunda instancia, se imprimen esta clase de

sentidos  negativos,  confusos  e  infundados  sobre  el  uso  de

cannabis, al afirmar, por ejemplo, que esta sustancia por sí

misma “genera dependencia y adicción” (Consid. 9).

La  prohibición  y  punición  que  pesan  sobre

personas que cultivan Cannabis medicinal para uso personal e

intrafamiliar, surgen en nuestro país a partir de la Ley N°

23.737, que engloba a un sinnúmero de sustancias de la más

diversa  índole,  naturaleza  y  peligrosidad  bajo  el  mismo

concepto  de  “estupefacientes”.  Esta,  oficia  de  norma  de

internalización  del  derecho  internacional  emanado  de  los

tratados  de  fiscalización  internacional  de  drogas  de  1961,

1971 y 1988 de la Organización de Naciones Unidas (ONU). En

contraposición,  un  informe  elaborado  por  la  Organización

Mundial de la Salud (OMS) en el año 2019, concluyó que la

evidencia científica disponible sobre los efectos nocivos del

Cannabis indica que no se corresponden con aquellos comunes a

la  Lista  IV  y  derivó  en  una  recomendación,  enviada  al

Secretario General de la ONU, para su exclusión del listado de

sustancias  de  mayor  riesgo  y  una  recategorización

considerablemente  más  benigna  a  la  plasmada  en  el  sistema

internacional  de  control  de  drogas  ilícitas.  Esta

recomendación fue adoptada por el Organismo que en Diciembre
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de 2020 aprobó la remoción del cannabis de la Lista IV de la

Convención Única de 1961.

Impera  entonces  la  necesidad  de  introducir

narrativas  que  contribuyan  menos  a  demonizar  y  más  a

comprender  los  diferentes  usos  y  potencialidades  que  puede

tener  el  Cannabis  en  interacción  con  las  personas.  De  lo

contrario,  estaríamos  atentando  contra  los  propósitos

vinculados  a  la  investigación,  producción  y  análisis  de

conocimiento científico en relación al cannabis, a los que el

Estado argentino se ha comprometido a través de la sanción de

la Ley 27.350 en el año 2017. Esta legislación introdujo parte

de  las  demandas  de  madres,  padres,  referentes  afectivos,

activistas  y  organizaciones  que  luchan  por  transformar  el

régimen prohibicionista en materia de cannabis, pero silenció

sus realidades, ya que si bien se creó el “Programa Nacional

para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la

Planta  de  Cannabis,  sus  derivados  y  tratamientos  no

convencionales” en la Órbita del Ministerio de Salud de la

Nación, no se contempló el autocultivo tal como exigían y

explicaban  estos  colectivos.  La  presentación  que  aquí  nos

ocupa, justifica la pertinencia del autocultivo frente a la

amenaza penal y el encarcelamiento en tanto éstas encuentran

refugio en la utilización del Cannabis para mejorar la calidad

de vida de las personas bajo su cuidado.

En el presente caso, el voto mayoritario de la

sentencia  de  segunda  instancia  se  posiciona  de  forma
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diametralmente  opuesta  a  lo  que  advierten  las  coordenadas

interpretativas judiciales y las directrices internacionales

citadas,  al  optar  por  una  interpretación  del  asunto  que

obstaculiza el ejercicio de derechos humanos fundamentales y

prioriza una respuesta arbitraria, que obvia gran parte de las

constancias  fácticas  y  documentales  aportadas  por  las

amparistas y las profesionales que las acompañan.

B. Efectivo acceso al derecho a la salud: interpretación

razonable  para  la  adecuada  protección  de  derechos

fundamentales de las personas usuarias de aceite de Cannabis

Como  fue  señalado,  el  Estado  argentino  se

comprometió  a  garantizar  el  acceso  al  cannabis  para  uso

medicinal  mediante  la  sanción  de  la  Ley  27.350,  otorgando

reconocimiento  normativo  inédito  a  las  demandas  de  madres,

padres, referentes afectivos, activistas y organizaciones. Sin

embargo, estableció un sistema de acceso a productos derivados

del  cannabis  que,  como  se  dijo,  silenció  sus  realidades

dejando en la ilegalidad al autocultivo. 

Recordemos al respecto que la norma vigente que

establece la prohibición del autocultivo se encuentra en el

art. 5°, anteúltimo párrafo de la Ley 23.737. Esta disposición

reproduce una fórmula cuyo fundamento punitivo ha sido tachado

de  inconstitucional  en  el  citado  precedente  “Arriola”  al

tratar el art. 14° in fine, cuya finalidad típica es la misma.
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ES  aquí  donde  cobra  especial  importancia  lo

expuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en

relación a que la misión judicial no se agota con la remisión

a  la  letra  de  la  ley  sino  que,  de  acuerdo  a  las

particularidades de la causa, se debe velar por la vigencia

real y efectiva de los principios constitucionales; ponderar

las  circunstancias  a  fin  de  evitar  que  la  aplicación

automática  e  indiscriminada  de  la  norma  conlleve  la

vulneración  de  derechos  fundamentales  de  las  personas  y  a

prescindir  de  la  preocupación  por  arribar  a  una  decisión

objetivamente  justa  en  el  caso  concreto,  en  desmedro  del

propósito de "afianzar la justicia" enunciado en el Preámbulo

de la Constitución Nacional5.

Es pacíficamente reconocido por la doctrina que,

en materia de delitos y conductas reprimidas en relación a

drogas ilegalizadas, el bien jurídico protegido es la salud

pública y que toda acción penalmente reprimida, en función del

artículo 19 de la Constitución Nacional, debe implicar una

trascendencia  dañosa  para  terceros/as.  En  el  caso  que  nos

ocupa, además de no existir tal perjuicio, está acreditado con

apoyo  en  opiniones  de  profesionales  calificados/as  en  la

materia y de los testimonios de quienes se encargan de cumplir

tareas de cuidado, que el uso medicinal de cannabis significó

una notable mejoría en la calidad de vida de sus usuarios/as

con patologías diversas. Para fundamentar un rechazo ante una

5“Saguir y Dib, Claudia Graciela s/ autorización”, 6/11/1980, CSJN (Fallos 302:1284)
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petición de esta naturaleza, cuanto menos debería argumentarse

de manera concreta, cual es la afectación al bien jurídico que

la norma pretende proteger, cuestión que la Cámara Federal en

la decisión sometida a revisión no ha conseguido establecer.

En  este  caso,  la  plataforma  fáctica  incluye  a

personas que a los pocos días de usar el aceite de Cannabis

producto  del  autocultivo,  presentaron  una  mejoría  notable,

como es el caso de María Laura Acosta, cuya hija padecía hasta

400 crisis diarias producto de la epilepsia que padece, las

cuales se vieron anuladas a partir del aceite fabricado. Así

también,  la  vida  del  hijo  de  Yanina  V.  Bustos  cambió

radicalmente a partir del uso de los derivados del cannabis

preparado por su madre, ya que, presentando rigidez muscular

por  una  parálisis  cerebral  cuadripléjica  espástica,  pasó  a

estirar los dedos de su mano, a sentarse, mejorando su apetito

y aumentando de peso. La situación de Jorgelina María Mosconi

es  similar,  ya  que  su  hija,  quien  padece  trastorno  del

espectro autista además de epilepsia refractaria, mejoró su

calidad  de  vida  a  partir  del  aceite  preparado  por  ella,

habiendo  vuelto  a  jugar  y  buscar  a  otras  personas  para

relacionarse.

En  la  denegatoria  de  la  pretensión  en  segunda

instancia, se apeló a la fórmula  “perjuicio para terceros”

para sostener la prohibición de las conductas, de una forma

vacía y descontextualizada sin siquiera identificar quiénes

ocuparían esta posición, limitándose a introducir una serie de
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argumentos generalizantes y abstractos y en contraposición a

los beneficios terapéuticos acreditados en el proceso.

Consecuentemente y considerando el beneficio que

generan los preparados, es necesario destacar que la salud es

un derecho fundamental e indispensable para el ejercicio de

los  derechos  humanos.  Todo  ser  humano  tiene  derecho  al

disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita

vivir  dignamente.  La  efectividad  de  este  derecho,  puede

alcanzarse  con  la  formulación  de  políticas  en  materia  de

salud, la aplicación de programas sanitarios elaborados por

organismos  internacionalmente  reconocidos  o  la  adopción  de

instrumentos jurídicos concretos. 

A  partir  de  lo  dispuesto  en  los  tratados

internacionales (ya mencionados a lo largo de la tramitación

de la causa), el derecho a la preservación de la   salud debe

ser  garantizado  por  la  autoridad  pública  con  acciones

positivas, sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir

las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidades

de  medicina  prepaga y  en  total  consonancia  con  las

prescripciones de la Ley de Derechos del Paciente N° 26.529

como así también los principios de la autonomía personal.

Ahora,  en  cumplimiento  con  la  adopción  de

políticas en materia de salud, es que se dictó el Decreto

883/2020 (B.O. 12/11/2020) del Poder Ejecutivo Nacional, por

el  cual  se  instaló  una  nueva  reglamentación  a  la  Ley  N°

27.350, creándose mediante el mismo el Registro del Programa
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del  Cannabis  (REPROCANN),  al  cual  pueden  inscribirse  las

personas que acceden a través del cultivo personal a la planta

de  Cannabis  y  sus  derivados,  como  tratamiento  medicinal,

terapéutico  y/o  paliativo  del  dolor;  pudiendo  obtener  una

autorización para sí, a través de un/a familiar, una tercera

persona o una organización civil autorizada. Ello repercutió

en un importante avance en la materia en lo que respecta al

reconocimiento  de  derechos  de  las  personas  usuarias  que

recurren  al  autocultivo  para  acceder  a  la  sustancia.  No

obstante,  el  decreto  fue  complementado  con  la  Resolución

Ministerial N° 800/2021 (B.O. 12/03/2021), a través de la cual

se puso en funcionamiento el REPROCANN, la cual resultó ser un

retroceso en ese reconocimiento de derechos, ya que en su

Anexo II aprobó los “Rangos Permitidos de Cultivo”, fijándose

cantidades  máximas  de  plantas  permitidas  en  etapa  de

floración, como así también espacios y lugares de cultivo que

en nada se basan en las necesidades reales de las personas

usuarias, sino que más bien toman como parámetros, números

elegidos al azar y arbitrariamente por parte de la autoridad,

emparentados  nuevamente  con  esa  reproducción  de  sentidos

comunes  y  repertorios  morales  de  las  que  se  habló  en  el

apartado anterior.

C. Especial consideración del marco normativo desde la

exigibilidad de derechos de niños, niñas y adolescentes.

El  correcto  alcance  del  “interés  superior  del  niño,  niña,

adolescente” y el derecho a la salud
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Comprender la función del Estado en relación a la

niñez,  especialmente  cuando  se  discute  la  necesidad  de

alcanzar el más alto nivel de salud posible, impone al Poder

Judicial  especial  atención  para  no  incurrir  en  decisiones

restrictivas de derechos que están específicamente vedadas por

las convenciones de derechos humanos, especialmente la CADH y

la Convención de los Derechos del Niño (CDN).

La  CIDH  en  su  opinión  consultiva  N°21/14,  ha

determinado  en  materia  de  protección  de  niños,  niñas  y

adolescentes cuatro principios rectores extraídos de la CDN,

cuya efectividad y plena vigencia es responsabilidad de todos

los  poderes  del  Estado6. Estos  principios  son:  del  interés

superior del niño; de no discriminación; de respeto al derecho

a la vida, la supervivencia y el desarrollo; y de respeto a la

opinión de la niña o del niño en todo procedimiento que lo

afecte, -el derecho a ser oído-. La prevalencia del principio

del  interés  superior  del  niño  debe  ser  entendida  como  la

garantía de la que irradia la vigencia de todos los demás

derechos. Jamás puede ser interpretada de manera que limite o

restrinja -como lo hace el fallo aquí cuestionado- en nombre

de este principio, otros derechos consagrados en la CDN.

En esa misma línea, en el precedente “Furlán y

Familiares Vs. Argentina”7, se ha establecido que los Estados

deben adoptar medidas especiales cuando los niños/as presentan

6Corte Interamericana de Derechos Humanos (2014).  Opinión Consultiva N° 21/14, 19 de agosto de
2014, párrafo 65.
7 Furlán y Familiares Vs. Argentina, 31 de agosto de 2012, Corte IDH
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algún  tipo  de  discapacidad,  como  los  casos  que  aquí  se

analizan. En este punto, el Comité sobre los Derechos del Niño

ha  señalado  que  la  consecución  del  mejor  estado  de  salud

posible, así como el acceso y la asequibilidad de la atención

de la salud de calidad es un derecho inherente para todos los

niños, niñas y adolescentes.

Sobre el rol de la familia en relación con el derecho a la

salud de las niñas, niños y adolescentes

En la  atención de  la salud  de niños,  niñas y

adolescentes, es central el rol de los/as progenitores y otras

personas  adultas  que  ocupen  roles  de  cuidado.  Tal  como

reconoció el Comité de los Derechos del Niño en su Observación

General  15  del  año  2013:  “Los  padres  son  la  fuente  más

importante de diagnóstico y atención primaria precoces en el

caso  de  niños  de  corta  edad,  y  el  factor  protector  más

importante”8.

Según  este  paradigma,  que  aborda  la  relación

madre/padre  e  hijos/as  desde  el  acompañamiento  y  la

contención,  son  las  madres  y  los  padres  quienes  resultan

habilitados en primer orden para detectar las situaciones más

convenientes para sus hijos/as, escucharlas/os, ya que vienen

asistiendo desde siempre sus problemas de salud, expresando

mayor  nivel  de  conocimiento  que  los  jueces/zas  de  segunda

instancia.  El  artículo  14  de  la  ley  26.061  afirma  que  el

Estado debe promover, proteger y garantizar la salud de niños,

8 Comité de los Derechos del  Niño  (2013).  Observación General  N°15 sobre el derecho del niño al
disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 24). Naciones Unidas. 
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niñas y adolescentes de forma prioritaria e integral. Esta

integralidad se refiere a la atención de las tres esferas de

la salud como entidad biopsicosocial, en su relación con los

otros derechos humanos que aseguren su completo bienestar al

mayor estándar posible.

El  artículo  16  de  la  CDN,  concordante  con  el

artículo 10 de la ley 26.061, a su vez garantiza a niños,

niñas y adolescentes el derecho a estar libre de injerencias

arbitrarias  o  ilegales  en  su  vida  privada  y  su  familia.

Asimismo,  conviene  recordar  que  la  CIDH  ha  establecido,

conforme el art. 1.1 de la CADH, que el Estado está obligado a

respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a

organizar el poder público para garantizar a las personas bajo

su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos

humanos.

En este sentido, los Estados Parte de la CADH

tienen el deber, bajo los artículos 17° y 19°, en combinación

con el artículo 1.1 de la misma, de tomar todas las medidas

positivas  que  aseguren  protección  a  los  niños,  niñas  y

adolescentes contra los malos tratos y las vulneraciones a sus

derechos en general y, específicamente para el caso que nos

atañe, en sus relaciones con las autoridades públicas.

En base a esta breve reseña del marco normativo

aplicable  a  la  situación  de  las  peticionantes,  se  puede

afirmar que el fallo sometido a su escrutinio, que rechaza el

derecho  de  las  progenitoras  de  los  niños/as  a  proveerles
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preparados caseros en base a Cannabis, resulta a todas luces

arbitrario y en clara contradicción con el plexo convencional

y constitucional de derechos humanos reseñado.

La metodología de interpretación desarrollada en

el fallo apela a la confrontación de derechos y lleva al error

de sostener que los niños y niñas están en riesgo y los jueces

deben  ampararlos  en  contra  de  las  intenciones  de  sus

progenitores, pretendiendo erguirse en mayores protectores de

aquellos que sus propias familias y sin tener contacto directo

con  ellas/os.  Adicionalmente,  lo  hace  sin  especificar  de

manera concreta qué peligros representa la aplicación de la

medicina solicitada, cuya eficacia y mejora para con el estado

de salud de los niños/as ha sido acreditada. 

Pretender  confrontar,  como  hace  la  sentencia

cuestionada, entre derechos de niños y niñas y los de las

respectivas familias que han acompañado y cuidado de la salud

de los/as mismos/as de manera ejemplar -aun arriesgando su

propia situación jurídica en un clarísimo estado de necesidad-

y erigirse en “protector” cuando no se ha tomado contacto

personal con la situación descripta y cuando no existe causal

de  riesgo  alguno  debidamente  acreditada  para  la  vida  del

niño/a ni su integridad -ni para terceros-, es contrariar los

principios del derecho de familia y el rol de ésta en el

cuidado  y  protección  de  los  niños/as,  especialmente

aquellos/as que presentan algún grado de discapacidad o se

encuentran aquejados por una enfermedad crónica.

15

1

2

3

4

5

6

7

8

9

10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20

21

22

23

24

25

26



El  considerando  11°  del  fallo  en  cuestión

establece que: “como primera cuestión hay que valorar que el

niño menor de edad es un sujeto de derecho, es decir que es

una persona distinta de la madre por lo que debemos centrarnos

en sus necesidades y velar por sus intereses”. Y agrega: “con

lo cual la presencia del Estado debe acentuarse a fin de que

no sean vulnerados sus derechos personalísimos y fundamentales

como el derecho a la vida y a gozar de la mejor calidad de

vida posible, entre otros”, para luego rechazar la petición

que les permitiría a los/as niños/as continuar con las mejoras

en sus estados de salud; mejoras que no han sido posibles de

ser alcanzadas mediante otros medios farmacológicos.

Tal como fuera expresado, la familia es el primer

eslabón en la cadena de responsabilidades en la crianza de

niños, niñas y adolescentes, seguida por su entorno social en

particular y la sociedad en general, y por último el Estado

como garante de la vigencia de los derechos a través de las

políticas  públicas  de  protección  integral.  Efectivamente,

los/as niños/as son sujetos de derecho y una persona distinta

de los/as adultos/as responsables por su cuidado, pero este

carácter no los aísla del contexto familiar y social. Por el

contrario, las familias gozan de una protección como tal y

los/as niños/as gozan del derecho a criarse en un ambiente

familiar, con afecto, cuidados especiales y con respeto a su

integridad y dignidad9. En el caso de autos, los padres y

9“Los Estados partes respetaran las responsabilidades, los derechos y deberes de los padres, o en su caso,
la familia ampliada o de la comunidad,  según establezca la costumbre local,  de los tutores  u otras
personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades,
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madres proveen al cuidado de sus hijos/as con medicina casera,

no porque quieran estar fuera de los estándares de la medicina

convencional,  sino  justamente  porque  aquella  no  pudo

proveerles  la  solución  o  al  menos  un  paliativo  a  sus

padecimientos,  cuestión  que  probadamente  han  logrado

únicamente  con  la  medicina  a  la  que  se  intenta  acceder

mediante la petición.

Llamativamente, los jueces de segunda instancia

no  han  implementado  diligencia  alguna  tendiente  a

interiorizarse,  entrar  en  contacto  con  sus  realidades

fácticas,  o  escuchar  y  percibir  por  saberes

interdisciplinarios, la opinión de los/as niños/as.

El  alcance  de  la  noción  de  autonomía  progresiva  y  su

vulneración  en  la  decisión  impugnada.  Inadecuada

interpretación del artículo 19 de la CN.

La  competencia  y  la  autonomía  progresiva  son

conceptos diferenciados, que deben ser considerados en el caso

en  análisis.  La  persona  interesada  debe  estar  asociada  al

proceso  de  toma  de  decisión  para  arribar  a  la  noción  de

consentimiento participado de la persona que no es totalmente

autónoma,  ya  que  cuando  no  es  posible  por  determinadas

circunstancias de salud que un sujeto comprenda acabadamente

dirección,  orientación  apropiadas  para  que  el  niño  ejerza  los  derechos  reconocidos  en  la  presente
convención.” (Art.5, CDN).-
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lo  que  se  le  dice  y  sus  alcances,  puede  ocurrir  que  la

decisión no pueda ser autónoma pero sí participada10.

El  fallo  cuestiona  las  decisiones  de  las

amparistas  sin  interiorizarse  en  la  plataforma  fáctica  e

invoca  arbitrariamente  el  derecho  de  autodeterminación  del

artículo 19 de la CN, para considerarlo como un límite a la

posibilidad de las madres de decidir respecto de la salud de

sus  hijas/os,  sin  previamente  ponderar  por  algún  medio  la

opinión de los/as niños/as. En esta línea, los argumentos que

refuerzan la tesis de la autodeterminación del artículo 19 CN,

desarrollados  en  los  precedentes  “Bahamondez”11 y

“Albarracini”12, no son aplicables al caso de autos por cuanto

en  dichos  precedentes,  se  sostuvo  la  preeminencia  de  la

decisión que los individuos, en el marco de sus facultades,

adoptaron en relación a la propia salud, las cuales fueran

correctamente mantenidas frente a la pretensión contraria. En

este  caso,  se  pretende  cuestionar  la  determinación  de  las

peticionantes en tanto primeras interesadas representantes del

bienestar  de  sus  hijos/as  y  se  obstaculiza  sus  decisiones

motivadas por sus experiencias.  

La decisión aquí cuestionada, bajo la aparente

protección de la autonomía de la voluntad a la hora de escoger

el tratamiento médico imposible de suplir en caso de niños/as,

10Kemelmajer de Carlucci, A.; Herrera, M.; Lloveras, N. (2014). Tratado de Derecho de Familia. Según
Codigo Civil y Comercial de 2014, Tomo I, arts.401 a 508. Editorial Rubinzal-Culzoni: Buenos Aires,
página 14 y sgtes. 
11 “Bahamondez, Marcelo s/ medida cautelar”, 6/4/1993, CSJN (Fallos: 316:479)
12 “Albarracini Nieves, Jorge Washington s/medidas precautorias”, 1/6/2012, CSJN (Fallos: 335: 799). 
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solo  esconde  los  resabios  del  paternalismo  médico  que  las

leyes de derechos de los pacientes vinieron a erradicar. Así,

los jueces a quo se irrogan la potestad de decidir qué es

bueno  y  que  es  malo  para  esos/as  niños/as,  a  quienes  ni

siquiera se molestó en oír. 

En ese rumbo, el fallo cuestionado asevera por

momentos que las madres comprometen la salud de sus hijos/as

con el suministro de Cannabis, sin especificar siquiera cuáles

serían  los  mecanismos  que  podrían  importar  tal  afectación,

pasando  por  alto  que  el  uso  de  Cannabis  ha  producido  una

sustancial  mejora  en  el  estado  general  de  salud,  sin

representar una cura total -que según el estado del arte de la

medicina actual no existe para las patologías en juego-, pero

sí una opción eficaz en medio del desahucio farmacológico.

La Excma. Corte ya tuvo oportunidad de expedirse

en  una  situación  análoga,  donde  se  apartó  del  criterio

formalista y temeroso del Procurador General, en el célebre

precedente Saguir y Dib (Fallos 302:1284), en la que primó el

derecho a la salud y el espíritu de la norma. 

Se  trata,  como  en  aquel  precedente,  de  casos

concretos de familias que cuentan con uno de sus integrantes

en  situación  de  extrema  vulnerabilidad,  con  patologías  que

implican  grandes  esfuerzos  grupales  e  individuales  para

sortear  cotidianamente  la  vida  doméstica  y  social.  En  ese

contexto debe ser entendido el interés superior del niño/a, el

derecho a la salud integral, su capacidad progresiva y la
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posibilidad  de  ser  oído/a,  como  así  también  debe  ser

considerado el derecho de las madres a elegir el tratamiento y

que, desde su conocimiento en la lucha diaria por la mejoría

del niño/a, optan por una práctica que merece el amparo del

Estado, acompañada por profesionales.  

III)  SOLICITAN  PARTICIPACIÓN  EN  LA  AUDIENCIA

PÚBLICA FIJADA EN AUTOS. (ARTÍCULO 6 – ACORDADA 30/2007)

Atento  lo  prescripto  en  el  artículo  6  de  la

Acordada 30/2007, solicitamos a V.E. se nos cite para presentar

alegato oral en la audiencia pública fijada en autos para los

días 27 y 28 de abril del año en curso.

Que,  en  consideración  de  la  magnitud  de  los

derechos  involucrados  en  la  presente  causa,  deseamos  sumar

nuestra voz, en miras al objeto de alcanzar los altos propósitos

perseguidos de pluralizar y enriquecer el debate constitucional,

expresando, tanto en forma escrita como oral, nuestro aporte.

En el caso de que V.E. haga lugar a esta petición,

procederemos a presentar la nómina de asistentes y los datos de

identificación  de  la  persona  oradora,  en  el  plazo  que

oportunamente se establezca.

IV) PETITORIO.

En virtud lo expuesto, a la Excma. Corte Suprema de

Justicia de la Nación solicitamos:

4.1.- Nos tenga por presentados en calidad de Amigo

del Tribunal, domiciliados, patrocinados, y por cumplidos los

requisitos formales establecidos en la reglamentación dispuesta
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por la Acordada 7/2013, otorgándosenos la participación que por

derecho corresponda.

4.2.- Se nos inscriba en el Registro de personas,

entidades,  oficinas,  órganos  o  autoridades  con  interés  en

intervenir como Amigos del Tribunal.

4.3.- Se tenga por suficientemente fundamentado el

aporte  que  como  Amigos  del  Tribunal  podremos  realizar  a  la

causa, en apoyo a la posición asumida por la parte actora.

4.4.- Se nos cite para presentar alegato oral en la

audiencia pública fijada en autos para los días 27 y 28 de abril

del año en curso.

POR SER LO CONSTITUCIONALMENTE JUSTO.
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